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Materia: Dominio público y propiedades especiales

Resolución: Sentencia 000675/2022

Demandante BEN MAGEC ECOLOGISTAS EN ACCIÓN

Procurador: MARIA TERESA MEDINA MARTIN, CAROLINA ESTEFANIA SICILIA ROMERO

Demandado CABILDO INSULAR DE LA PALMA

Codemandado TIRTHY METER TELESCOPE INTERNATIONAL OBSERVATORY LIMITED, LIABILTY COMPANY

Codemandado INSTITITO DE ASTROFÍSICA DE CANARIAS

SENTENCIA

Ilmo. Sr. Presidente Don Pedro Manuel Hernández Cordobés

Ilmo. Sr. Magistrado Don Jorge María Riestra Sierra

Ilma. Sra. Magistrado Doña María del Pilar Alonso Sotorrío (Ponente)

En Santa Cruz de Tenerife a 21 de septiembre de 2022, visto por esta Sección Primera de la SALA DE LO
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CANARIAS, con sede en Santa
Cruz de Tenerife, integrada por los Señores Magistrados anotados al margen, el RECURSO DE APELACIÓN
seguido con el nº 50/2022, interpuesto por CABILDO INSULAR DE LA PALMA, representado/a y dirigido/a por
el Letrado de sus servicios jurídicos, TIRTHY METER TELESCOPE INTERNATIONAL OBSERVATORYLIMITED
LIABILTY COMPANY representando/a por Don/ña Carolina Sicilia Romero y dirigido Abogado Don/ña David
Antón Vega, INSTITUTO ASTROFÍSICO DE CANARIAS representado y defendido por el Abogado del Estado,
habiendo sido parte como demandada BEN MAGEC ECOLOGISTAS EN ACCIÓN y en su representación Don/
ña Mª Teresa Medina Martín y defensa Don/ña Pedro Fez Arcila, se ha dictado EN NOMBRE DE S.M. EL REY,
la presente sentencia con base en los siguientes:
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ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Pretensiones de las partes y hechos en que las fundan

A.- Por el Juzgado nº 2 de lo Contencioso-Administrativo de Santa Cruz de Tenerife se dictó Sentencia de fecha
29 de julio del 2019 con el siguiente fallo: " estimar el recurso interpuesto, ANULANDO la resolución impugnada
por no ajustarse a derecho".

B.- Las representaciones de las apelantes interpusieron recurso de apelación contra dicha resolución
interesando que, estimando en todas sus partes los recursos presentados, se acordase anular la sentencia
impugnada y confirmar el acto administrativo en su día dictado.

C.- La representación procesal de la demandada se opuso al recurso interpuesto e interesó que, previos los
trámites oportunos, se dictase resolución por la que se desestimase el recurso y se confirmase la resolución
recurrida en todos sus términos.

SEGUNDO: Conclusiones, votación y fallo

No siendo necesaria la práctica de prueba ni la celebración de vista, se señaló día para la votación y fallo,
teniendo lugar la reunión del Tribunal, habiéndose observado las formalidades legales en el curso del proceso,
dándose el siguiente resultado y siendo ponente el Ilma. Sra. Magistrado Doña Mª del Pilar Alonso Sotorrío
que expresa el parecer de la Sala.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO: Objeto del recurso

Constituye el objeto del presente recurso determinar la adecuación o no a derecho de la sentencia de fecha
29 de julio del 2019 dictada por el Juzgado nº 2 de lo Contencioso- Administrativo de Santa Cruz de Tenerife
con el siguiente fallo: "estimar el recurso interpuesto, ANULANDO la resolución impugnada por no ajustarse a
derecho"  .

La representación procesal de la parte apelante CABILDO INSULAR DE LA PALMA

recurre en apelación la sentencia dictada por las consideraciones siguientes:

El IAC está legitimado para solicitar la concesión, su consideración de consorcio público se contempla
expresamente en la DA 27 de la Ley 14/2011, con facultades para administrar los centros, observatorios e
instalaciones astronómicos existentes y las que en el futuro se creen o incorporen a su administración.

Siendo medios del consorcio tanto los adscritos o cedidos en cualquier otro régimen por personal o entidades
nacionales o extranjeras que conserven su titularidad sobre aquellos.

La legitimación no queda supeditada a que las instalaciones sean de su propiedad.

El IAC participa activamente en la utilización y financiación del TMMT tal como se desprende del acuerdo
suscrito, tanto en horas de observación como financieramente en el programa inicial de instrumentalización
para el TMT.

El art 1.2 del convenio suscrito entre IAC y TMT señala que los artículos 1 y 5 entran en vigor inmediatamente.

Los convenios conforme al ar 48.8 de la Ley 40/2015 se perfeccionan por el consentimiento si bien su eficacia
se condiciona a la inscripción en en los registros oficiales y publicación en el BOE.

El acuerdo suscrito por el Director del IAC fue ratificado por el Consejo Rector del Consorcio el 18/7/2017.

Cuando se den las condiciones previstas en el art 137.4 de la Ley de patrimonio de las Administraciones el
procedimientos sería el fijado en el 93.1.

No cabe duda del carácter jurídico publico del IAC.

La letra c) del precepto citado prevé la procedencia de la adjudicación directa de la concesión en el supuesto
que el inmueble resulte necesario para dar cumplimiento a una función de servicio público o a la realización
de un fin de interés general por persona distinta de las previstas en los párrafos a) y b).

La declaración de 1 de agosto de 2016 del Gobierno de Canarias, que declara el proyecto TMT como de interés
estratégico para la Comunidad Autónoma (BOC 3.8.2016)

La Disposición Adicional Decimoctava de la Ley 4/2017, del Suelo de Canarias declara de interés general
autonómico a la actividad científica que se desarrolla en los observatorios astrofísicos de Canarias, tanto en
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el marco del Acuerdo internacional de 1979 como en el marco de cualesquiera otros acuerdos y convenios
suscritos o que se suscriban con posterioridad para la misma finalidad por las administraciones competentes.

Tanto el IAC como TIO pueden ser beneficiarios directos de la concesión. El primero en tanto que
administración pública; el segundo, como promotor de una actividad de interés general.

La concesión otorgada es un asunto de relevancia exclusivamente patrimonial, cuyo contenido consiste en la
puesta a disposición de los terrenos necesarios para la futura implantación del TMT, de modo que al amparo
del título concesional no se puede, sin más, acometer actuación alguna de transformación del suelo.

El artículo 9 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación de impacto ambiental, exige que se sometan
a ella los planes, proyectos incluidos en su ámbito de aplicación. Es el contenido de estos conceptos el que
va a determinar el sometimiento, o no, a dicha norma del acto impugnado.

Sin que la concesión otorgada esté comprendido en las definiciones de la ley de evaluación ambiental.

La ocupación no se pone en relación a un proyecto concreto, que será objeto de un momento posterior que
deberá evaluarse ambientalmente en el curso de la obtención de la licencia municipal.

Los requerimientos de naturaleza ambiental del acuerdo concesional han de expresarse en la memoria de
compatibilidad a que se refiere el artículo 15.4 de la Ley 43/2003, de Montes, la aportada formaba parte del
anterior procedimiento.

El uso científico tiene carácter ordinario en suelo rústico, incluyendo la construcción y el uso de las
instalaciones necesarias para ello.

La representación procesal de la parte apelante Thirty Meter Telescope InternationalObservatory Limited
Liability Company -LLC -("TIO") recurre en apelación la sentencia dictada por las consideraciones siguientes:

La concesión demanial permite la ocupación de los terrenos; nada menos, pero nada más.

Por tanto se trata de un título de naturaleza patrimonial que, por sí solo, no confiere título administrativo para
construir, operar instalaciones o ejercer una actividad, siendo necesario recabar los permisos administrativos
correspondientes.

La concesión demanial otorgada al IAC era necesaria en tanto en cuanto los terrenos para la ampliación del
ORM en los que se pretende implantar el TMT no son de su titularidad, sino del Ayuntamiento de Puntagorda

La declaración de interés general de la actividad científica desarrollada en los observatorios astrofísicos de
Canarias no es un presupuesto necesario e imprescindible para que el IAC pueda resultar concesionario de
una porción de terreno demanial. Si bien dicha declaración de interés general puede tener relevancia para el
otorgamiento directo de la concesión demanial, la misma no debe entenderse en modo alguno como conditio
sine qua non para que el IAC pueda obtener una concesión demanial.

El marco normativo de las concesiones demaniales como la que nos ocupa, al tratarse de un monte catalogado,
se encuentra recogido en la normativa de régimen local y de bienes de las entidades locales (al ser el
Ayuntamiento de Puntagorda el titular de los terrenos), en la normativa de montes y, en última instancia y de
manera supletoria, en la normativa de patrimonio de las Administraciones Públicas

Debemos rechazar que el marco jurídico que aplica para el otorgamiento de la concesión demanial se
encuentre recogido en la Disposición Adicional 18ª de la Ley 4/2017.

El IAC, como entidad con personalidad jurídica propia, debe atender a los fines estatutarios para los que fue
creado y serán tales fines los que determinen su actividad. Esta es la manera en la que actúan las personas
jurídicas, sin que puedan llevar a cabo ninguna actividad ni suscribir negocios jurídicos que excedan de sus
fines estatutarios.

La regulación del IAC se halla en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación("LCTI")
y en sus Estatutos (publicados en el BOE núm. 307, de 21 de diciembre de 2018, mediante Resolución de 11
de diciembre de 2018 de la Secretaría General de Coordinación de Política Científica del Ministerio de Ciencia,
Innovación y Universidades

El IAC tiene atribuida la gestión de los centros e instalaciones de investigación astrofísica y cuenta con la
potestad de adquirir, por el título oportuno, los terrenos necesarios para la construcción y operación de tales
centros e instalaciones.

En consecuencia, el IAC está arrogado de la función y cuenta con competencia suficiente para poder resultar
concesionario de bienes de dominio público, como el monte que ahora nos ocupa.

3



JURISPRUDENCIA

Y todo ello sin necesidad y al margen de la declaración de interés general de la actividad científica desarrollada
en los observatorios astrofísicos de Canarias que se recoge en el apartado 1 de la Disposición Adicional 18ª
de la Ley 4/2017.

La Sentencia yerra al entender que el apartado 1º de la Disposición Adicional 18ª supone el marco jurídico
para que el IAC pueda resultar concesionario

La Sentencia también yerra al señalar que el Acuerdo entre el IAC y TIO de 29 de marzo de 2017 no ha entrado
en vigor, pues sí lo ha hecho, al menos en la parte relevante a estos efectos, y, por consiguiente, el IAC cuenta
con el mismo para poder resultar concesionario.

La Sentencia entiende, erróneamente, que el Acuerdo entre el IAC y TIO no ha entrado en vigor en tanto en
cuanto TIO no ha notificado al IAC su intención de que el TMT acabe ubicándose en el ORM en La Palma
en lugar de en Hawai y, por tal motivo, la Sentencia descarta dicho Acuerdo como marco legitimador de la
condición de concesionario del IAC, debiendo examinarse los art 1.2 y 5 del mismo Acuerdo que fue prorrogado
el 20-2- 2018.

Por ello dicho acuerdo se encuentra dentro de "cualesquiera otros acuerdos y convenios suscritos o que se
suscriban con posterioridad para la misma finalidad por las administraciones competentes" a los que se refiere
el apartado 1, in fine, de la Disposición Adicional 18ª de la Ley 4/2017.

Sin que sea necesario el consentimiento de los países que firmaron los acuerdos del 79, sin que existe
obstáculo alguno a la concesión sujeta a condición o circunstancias que aun no han tenido lugar.

El apartado 1 de dicha Disposición Adicional 18ª de la Ley 4/2017 no solo se refiere al Acuerdo de 1979
y su Protocolo sino también a " cualesquiera otros acuerdos y convenios suscritos o que se suscriban con
posterioridad para la misma finalidad por las administraciones competentes".

Nótese que dicho precepto no está exigiendo que se trate de convenios internacionales, como el suscrito en
1979, sino que puede ser cualquier clase de acuerdo o convenio, con terceros países u otras instituciones
científicas, e incluso que intervengan otras Administraciones y entes públicos distintos del IAC. Pues bien, eso
mismo es el convenio suscrito entre el Ayuntamiento de Puntagorda, el Cabildo Insular de La Palma y el IAC.

No se precisa en modo alguno que el convenio entre las tres entidades públicas españolas tenga que recoger
un régimen de uso de los terrenos en los mismos términos que el artículo 7 del Acuerdo de 1979, sino que
establece su propio sistema al tener por objeto una superficie fuera del perímetro del ORM que contempla
dicho Acuerdo de 1979, esto es, la ampliación del ORM donde se pretende implantar el TMT.

La referencia a la concesión demanial de 2017 (que a día de hoy debe entenderse hecha a la de 2019) es
adecuada en tanto en cuanto el convenio no puede sustituir a la concesión demanial

El convenio entre el Ayuntamiento de Puntagorda, el Cabildo Insular de la Palma y el IAC sí sirve a los efectos
previstos en el apartado 1 de la Disposición Adicional 18ª de la Ley 4/2017 y, siguiendo la lógica de la
Sentencia recurrida, sirve igualmente para justificar el otorgamiento de la concesión al IAC y su condición de
concesionario

La Sentencia recurrida llega a esa conclusión siguiendo su tesis sobre que el IAC no está amparado como
concesionario al no cumplirse los presupuestos del apartado 1 de la Disposición Adicional 18ª de la Ley
4/2017.

Frente a ello cabe oponer, en primer lugar, que, como ya hemos razonado anteriormente, tales presupuestos
sí se cumplen en tanto en cuanto el Acuerdo entre el IAC y TIO está en vigor, así como por la suscripción del
convenio entre el Ayuntamiento de Puntagorda, el Cabildo Insular de La Palma y el IAC.

La Disposición Adicional 18ª de la Ley 4/2017 y la declaración de interés general autonómico para la actividad
científica desarrollada en los observatorios astrofísicos de Canarias en ella contenida no conforman el marco
jurídico para el otorgamiento de concesiones demaniales como la que nos ocupa.

Dicho marco jurídico lo componen el RBEL, la LM, el RM y la LPAP, y es en esas normas donde se encuentra,
sin demasiado esfuerzo, el encaje jurídico para que el IAC resulte adjudicatario y para que la concesión le sea
otorgada directamente sin mediar un procedimiento de concurrencia.

Debiendo acudir a los art 93.1 y 137.4 de la LPAP, por tanto, si el ente que solicita una concesión demanial es
una Administración pública o una entidad de Derecho público o privado del sector público, se podrá otorgar
directamente la concesión sin necesidad de un procedimiento concurrencial
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La propia naturaleza del IAC le confiere la potestad de resultar adjudicatario directo de concesiones
demaniales. Ello, unido a lo ya señalado respecto de los fines del IAC, le facultan sobradamente para solicitar
la concesión de montes y obtenerla sin que se tuviese que tramitar un procedimiento de concurrencia.

El proyecto TMT fue declarado como como inversión de interés estratégico para Canarias por el Gobierno
autonómico mediante acuerdo de 1 de agosto de 2016 (BOC núm. 2730, de 3 de agosto de 2016)

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión de 15 de noviembre de 2016, aprobó una declaración
institucional de apoyo a la construcción del TMT

Pleno del Congreso de los Diputados volvió a aprobar una nueva declaración institucional de apoyo a la
instalación del TMT en La Palma en su sesión de 17 de septiembre de 2019

El Parlamento de Canarias, en sesión del Pleno de 10 y 11 de septiembre de 2019, aprobó la Declaración
institucional de apoyo al TMT en La Palma, publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de Canarias el 7 de
octubre de 2019

Existiendo múltiples declaraciones en tal sentido.

Por tanto, al ser igualmente posible justificar el otorgamiento directo de la concesión atendiendo al supuesto
del art. 137.4.c) de la LPAP, el debate sobre si el IAC puede resultar concesionario o si debería haberlo sido
TIO resulta infundado.

El procedimiento para otorgar una concesión como la que nos ocupa es el previsto en los arts. 178 a 181 del
RM debido a que la ocupación es por razón de interés público. Ahora bien, en aras a ser lo más garantista
posible, el Cabildo decidió tramitar la concesión por el procedimiento "ordinario" cuando no media un interés
público sino uno particular de los arts. 168 a 177 del RM, que incluye trámites adicionales

Aunque pudiera llegar a entenderse, a meros efectos dialécticos, que el otorgamiento de la concesión demanial
al IAC sin seguir un procedimiento de concurrencia no era acorde con el marco jurídico aplicable (quod non),
ello tampoco podría haber conllevado la nulidad de la concesión al no cumplirse los requisitos señalados por
la jurisprudencia para ello.

La Sentencia reconoce que la valoración se ha efectuado siguiendo el procedimiento establecido en la
normativa de aplicación,y ello ya es motivo suficiente para concluir que la valoración es ajustada a Derecho.

Las cuestiones de índole urbanística y ambiental no se incardinan en los expedientes de tramitación de
concesiones demaniales ni los actos que las otorgan atienden a dichas cuestiones, toda vez que las
concesiones demaniales, como ya señalamos más arriba, son títulos de naturaleza patrimonial, que se limitan
a comprobar si se cumplen las condiciones que marca la normativa de aplicación de carácter patrimonial para
que se puedan otorgar a los sujetos interesados, como es el caso.

Las cuestiones urbanísticas y ambientales se ventilan en otros expedientes: la licencia de obras y la evaluación
de impacto ambiental, que no guardan relación con la concesión demanial que ha recurrido Ben Magec.

Una de las principales finalidades perseguidas por la Ley 4/2017, que entró en vigor el 1 de septiembre de
2017, es precisamente seguir potenciando el desarrollo científico y astronómico de Canarias, iniciado hace
décadas, introduciendo mecanismos que simplifican o facilitan los trámites requeridos así DA 18.

Disposición Adicional 18ª, como norma especial aplicable a la implantación de observatorios astrofísicos en
Canarias y, en particular, aplicable al proyecto TMT, desplaza, en lo que respecta a los aspectos de ordenación
urbanística y medioambiental, el resto de normas citadas por Ben Magec.

Adhesión a los recursos de apelación presentados por el Cabildo Insular de La Palma y la Abogacía del Estado.

La representación procesal de la parte apelante IAC y otros recurre en apelación la sentencia dictada por las
consideraciones siguientes:

La sentencia centra -correctamente- el objeto litigioso en una cuestión estrictamente patrimonial, no
urbanística ni ambiental. Y ello debe ser así por cuanto que el acto impugnado en la instancia no deja de ser
un acto administrativo de contenido exclusivamente patrimonial, esto es, de disposición temporal del uso de
un bien demanial -un monte público-en favor del IAC para una actividad científica.

Dicho acto patrimonial no presupone ni predispone, por tanto, la adecuación al planeamiento ni a la legislación
territorial o ambiental de los proyectos concretos que puedan implantarse en el futuro en el terreno concedido.

La plena compatibilidad del uso pretendido con los valores establecidos en la legislación sectorial de montes,
como lo evidencia no sólo la declaración favorable de impacto ambiental sino el informe de compatibilidad
emitido por la Administración forestal competente.
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La legislación a aplicar viene determinada por el régimen de ocupaciones demaniales previsto para los
montes públicos catalogados, régimen que se contiene en la legislación sectorial de montes (Ley 43/2003, 21
noviembre, de Montes, y Reglamento de la Ley de Montes, aprobado por Decreto 485/1962, 22 febrero), siendo
de aplicación supletoria la Ley de Patrimonio de Administraciones Públicas, conforme establece el art. 84.3
Ley 33/2003, 3 noviembre), en concreto artículos 178 a 181 del Reglamento de la Ley de Montes.

Resulta incuestionable -y, de hecho, no se pone en cuestión por la sentencia-la naturaleza jurídico-pública del
IAC (siendo un Organismo Público de Investigación de la Administración General del Estado) y su competencia
en materia de investigación astrofísica, pues su condición de consorcio público se contempla expresamente
en la D.A.27ª Ley 14/2011, 1 junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. En particular, la citada Ley
remarca la competencia del IAC para "administrar los centros, observatorios e instalaciones astronómicas ya
existentes existentes y para administrar los terrenos donde se ubiquen los observatorios que en el futuro se
creen o incorporen a su administración por lo que es obvio que de la misma forma en que está legitimado para
administrar el actual ORM, también lo está para administrar la eventual ampliación futura de dicho observatorio,
y si está legitimado para administrar, patrimonial y funcionalmente, tales instalaciones, también lo está, como
facultad implícita en la competencia legal mencionada, para adquirir, en uso o en pleno dominio, los terrenos
necesarios para tales dependencias y, por tanto, en caso de que tales terrenos pertenezcan o se gestionen
por un tercero (el Cabildo de La Palma), para solicitar y obtener, en su caso, de dicha Administración, el uso
y disposición de dichos terrenos, disposición que, tratándose de bienes demaniales, habrá de articularse a
través del correspondiente título de ocupación o concesión demanial.

Dicha competencia no queda supedita a que la titularidad de las correspondientes instalaciones pertenezca
al IAC.

No exige, por tanto, un mayor esfuerzo dialéctico llegar a la conclusión de que el IAC está legitimado para
administrar los terrenos donde se ubiquen los observatorios.

Uno de los principios que inspiran la constitución del IAC es su articulación como entidad fiduciaria
(administradora) y de coordinación para la implantación en Canarias de instalaciones de investigación
astrofísica por Estados extranjeros y organismos internacionales, asumiendo así el IAC una función de
coordinación y administración de complejos astrofísicos, configurados como auténticos sistemas o conjuntos
de instalaciones astrofísicas que son promovidas y propiedad de diferentes organismos y entidades
extranjeras e internacionales, extremo que se evidencia no sólo en el Acuerdo internacional de Cooperación
en materia de Astrofísica de 26 de mayo de 1979 y al atribuirse ex lege al IAC la competencia de fomento de
las relaciones con la comunidad científica nacional e internacional, sino en el reconocimiento explícito de que,
junto a instalaciones astrofísicas que puedan ser propiedad del IAC, dicho IAC puede tener adscritos o cedidos
en cualquier régimen bienes e instalaciones por parte de entidades nacionales o extranjeras que conserven la
titularidad de aquellos( D.A.27ª.6.b) Ley 14/2011.

El que el TMT en cuestión sea propiedad de una entidad jurídica diferente del IAC -como es TIO-no afecta a la
legitimación del IAC para solicitar y obtener la concesión demanial tendente a la ampliación del observatorio
existente de ORM a fin de albergar, con dicha ampliación, la implantación del futuro TMT.

Aun cuando la propiedad del mismo no se atribuya al IAC, existe una legitimación adicional en

favor del IAC, ya que el IAC participa activamente en la utilización y financiación del TMT y de su
instrumentación y no se limita, por tanto, a la mera administración del complejo donde dicho TMT proyecta
instalarse. En efecto, según se colige de los arts. 14 y 15 del Acuerdo para la instalación del TMT, suscrito entre
IAC y TIO, el 10% del tiempo de observación total del TMT se reserva para el IAC y el IAC participa, a su vez,
financieramente en el programa inicial de instrumentalización para el TMT. Por tanto, junto a la legitimación
ex lege como administrador de los observatorios actuales y de sus eventuales ampliaciones, el IAC acumula
la legitimación inherente a estar directamente interesado en la implantación del TMT, lo que lo convierte en
copromotor.

El argumento central de la sentencia viene a considerar que el acuerdo suscrito el 29.3.2017 el entre IAC y TIO
para la implantación del TMT carece aún de vigencia. Toma como referente la dicción del art. 1.2 de dicho
acuerdo, que señala que "el resto del presente Acuerdo entrará en vigor cuando TIO notifique al IAC que ha
decidido proceder a la construcción del TMT en el ORM en lugar de en Hawai".

Sin embargo, entendemos tal apreciación es errónea, pues, como expresamente se contempla en el mismo
art. 1, la demora en la entrada en vigor fue sólo parcial (afecta al "resto del presente acuerdo"), pero no total,
pues hay una parte del acuerdo que entró en vigor de forma inmediata a la firma del acuerdo, como son los
arts. 1 y 5, señalando el mismo art. 1.2: " El presente artículo y el artículo 5 entrarán en vigor inmediatamente
después de producirse la firma de esta acuerdo por parte del IAC y TIO"
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Entre los contenidos del acuerdo que entraron en vigor inmediatamente se encuentra el citado art. 5, que
es el que habilita a las partes -ya sea el IAC (art. 5.4) ya sea TIO (art. 5.1) a solicitar, tramitar y obtener
las autorizaciones gubernamentales necesarias para la Construcción y Operación del TMT, entendiéndose
por tales autorizaciones gubernamentales -según se definen en el propio glosario de "definiciones" incluye
"toda aprobación, permiso, licencia u otra autorización o proceso gubernamental o legislativo que impliquen a
cualquier autoridad gubernamental o pública dentro de España que sea necesaria (directa o indirectamente) para
la construcción y operación del TMT".

Obviamente se comprenden en cuanto fueren necesarios, los títulos patrimoniales imprescindibles para
disponer de los terrenos públicos, como es la propia concesión solicitada y concedida.

En consecuencia, con la firma del acuerdo y su inmediata entrada en vigor, el IAC ya se encontraba legitimado
para promover la concesión solicitada y obtenida, incurriendo en error la sentencia al afirmar que el acuerdo
carece aún de vigor a los efectos de legitimar al IAC para solicitar la concesión ya que, precisamente, a fin de
obtener tales concesiones y demás autorizaciones gubernamentales, el acuerdo previó su inmediata entrada
en vigor, extremo que la sentencia no aprecia debidamente, pese a contemplarse expresamente en el art.1.2
del acuerdo, para cuya interpretación no se plantea ninguna duda razonable, al ser plenamente conformes
entre sí la intención de las partes y la literalidad de lo por ellas manifestado.

El citado acuerdo entre IAC y TIO fue firmado por el Director del IAC el 29.3.2017 y fue ratificado por el Consejo
Rector del IAC en sesión de 18.7.2017.

Anticipar la solicitud y obtención de una concesión con vistas a un proyecto futuro no sólo es consustancial
al carácter apriorístico de la concesión (que se otorga para actuaciones futuras no para convalidar
actuaciones precedentes) sino que es consustancial a las circunstancias de nuestro propio sistema normativo,
caracterizado por la exigencia de una pluralidad de títulos habilitantes y por dilación del procedimiento para
su obtención. De ahí que todo título habilitante se solicite, por el interesado, con la necesaria anticipación
y se otorgue, por la Administración con la cláusula sin perjuicio contemplando un plazo demorado para la
implantación de la propia actuación habilitada.

El ordenamiento jurídico contempla explícitamente la posibilidad del otorgamiento de actos administrativos y,
entre ellos, de concesiones demaniales, sub conditione, esto es, supeditadas en su eficacia a la producción de
un acontecimiento futuro e incierto ( art. 1113 y 1114 Cc).

Viniendo impuesta por el art 181 del RM.

Con independencia de que la concesión la solicitara el IAC o TIO, en ambos casos no sería necesaria la
concurrencia, por lo que el mismo efecto -de no concurrencia-tendría que la concesión la solicitara el IAC o TIO.

En efecto, la adjudicación directa de concesiones demaniales se habilita en el art. 93.1 de la Ley de Patrimonio
de Administraciones Públicas, que remite a los supuestos del art. 137.4 de la misma Ley, y entre tales
supuestos en que se admite la adjudicación directa sería aplicable el apartado a) si la concesión la solicitara
el IAC -por motivos subjetivos-y sería igualmente aplicable el apartado c) si la concesión la solicitara el TIO -
por motivos objetivos.

La implantación del TIO constituye una actuación de interés general.

Adhesión a los recursos presentados por el Cabildo Insular de La Palma y por Thirty Meter Telescope
International Observatory Limited Liability Company -LLC -("TIO")

La apelada Federación Ecologista Ben Magec, Ecologistas en Acción se contesta al recurso solicitando su
desestimación por entender que:

1º.- En relación al recurso interpuesto por el Cabildo Insular de La Palma TIO estaría plenamente legitimado
para solicitar y ser beneficiario de la pretendida concesión de monte público para la construcción del
Telescopio de Treinta Metros del que es promotor, propietario y administrador sin que la citada disposición
adicional vigesimoséptima de la Ley 14/2011 supusiera un impedimento legal o pudiera limitar siquiera el
ejercicio de ese derecho a TIO, sin perjuicio de que ambas entidades pudieran celebrar acuerdos que implicaran
este u otros aspectos.

Si atendemos a la literalidad del artículo 5 del acuerdo, de estar vigente, implicaría que TIO, como promotor
del TMT, deberá solicitar las autorizaciones gubernamentales necesarias y, según el artículo 15 de la Ley de
Montes, la concesión es la fórmula que se debe emplear para que la administración gestora de los montes
de utilidad pública autorice un determinado uso de monte público cuando este uso tiene carácter privativo, en
este caso para la construcción y explotación del TMT.

También se opuso que el acuerdo no fue publicado así como que fue suscrito por órgano no competente
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No se puede pretender que el convenio suscrito entre TIO y el IAC tenga efectos jurídicos en la obtención de
la cesión de un bien demanial, por tanto, con alcance sobre toda la colectividad, con el mero consentimiento-
condicionado a una futura decisión-del convenio entre las partes y sin haber sido publicado en ningún boletín
oficial.

La supuesta ratificación no podría dar validez a un acuerdo suscrito por órgano no competente; más aún, la
invalidez del acuerdo invalidaría también el acto de su ratificación

Los efectos de la declaración de la Resolución del Gobierno de Canarias de 1-8-2016 se ciñen única y
expresamente a los previstos en la Ley 3/2015, que no son otros que los de permitirla agilización de los trámites
administrativos.

No existe un acuerdo o convenio con eficacia jurídica que pueda precipitar los efectos contemplados en la
citada D.A.18ª de la Ley 4/2017, por tanto, tampoco el de la declaración de interés general.

Existe infracción del artículo 15.5 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, que establece sin
excepciones la aplicación del principio de concurrencia competitiva cuando el ejercicio de la actividad excluya
el ejercicio de otras actividades por terceros.

La sentencia sí entra en materia urbanística y medioambiental precisamente para derribar el principal
pilar sobre el que se sustenta la justificación de la sujeción de la concesión a la normativa urbanística y
medioambiental. A pesar de ello, o quizás por ello, la administración no entra a defender en la apelación
esa justificación frente a lo que expone la sentencia, y ha optado por argumentar ahora que no es necesario
contemplar la normativa urbanística y medioambiental en el acto que, recordemos, se trata de una concesión
de monte de utilidad pública para un uso concreto en un concreto lugar.

De la misma forma que hemos venido señalando con anterioridad, en el caso de que la Sala no apreciara la
causa de nulidad que la sentencia apelada señala, en aplicación del artículo24.1 CE que consagra el derecho
a la tutela judicial efectiva, la Sala habría de pronunciarse sobre los otros motivos de nulidad que esta parte
ha defendido en el procedimiento de instancia, concretamente en los fundamentos tercero, cuarto y quinto de
nuestra demanda referidos a diversa normativa urbanística y medioambiental que consideramos infringida.

2º.- En relación al recurso de apelación interpuesto por Thirty Meter Telescope International Observatory
Limited Liability Company -LLC -("TIO") señala:

La ausencia de procedimiento de concurrencia competitiva, como esta parte y el propio apelante defiende, es
causa de nulidad y no de anulabilidad.

El motivo de nulidad que recoge la sentencia la podemos resumir en que la ausencia de un acuerdo o convenio
con eficacia jurídica ente el IAC y TIO que permitiera la vinculación ente el IAC y el uso de un bien demanial que
pretende TIO, esto es la construcción y explotación del TMT en monte de utilidad pública, impide la adjudicación
directa legalmente prevista entre administraciones y la concesión hubo de ser tramitada, y no lo fue, en régimen
de concurrencia competitiva.

No se puede pretender que el convenio suscrito entre TIO y el IAC tenga efectos jurídicos en la obtención de
la cesión de un bien demanial, por tanto, con alcance sobre toda la colectividad, con el mero consentimiento-
condicionado a una futura decisión-del convenio entre las partes y sin haber sido publicado en ningún boletín
oficial.

Acuerdo Marco AIC-TIO, no ha sido publicado como sería exigible a cualquier convenio que pretenda eficacia
jurídica, y además ha sido suscrito por parte del IAC por órgano no competente.

Respecto al Convenio entre Ayuntamiento de Puntagorda, IAC y Cabildo de La Palma, éste no constituye un
convenio de cooperación en materia científica asimilable al expresamente citado en la DA 18ª.

Existe infracción del artículo 15.5 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, que establece sin
excepciones la aplicación del principio de concurrencia competitiva cuando el ejercicio de la actividad excluya
el ejercicio de otras actividades por terceros.

Es plenamente pertinente observar toda la normativa urbanística que sean de aplicación cuando se otorga una
concesión que contempla un concreto uso del suelo.

Cualquier autorización de uso del territorio debe ser acorde con la normativa urbanística y medioambiental de
aplicación en ese territorio, con independencia que otros expedientes, como el de la licencia, requieran también
el cotejo de esa normativa.
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La sentencia sí entra en materia urbanística y medioambiental precisamente para derribar el principal
pilar sobre el que se sustenta la justificación de la sujeción dela concesión a la normativa urbanística y
medioambiental.

La sentencia motiva suficientemente por qué ni el Acuerdo Marco de 29 de marzo de 2017 entre el IAC Y TIO"
ni el Convenio entre Ayuntamiento de Puntagorda, IAC y Cabildo de La Palma para ampliación de la superficie
del observatorio del Roque de los Muchachos permiten el despliegue de la DA 18ª de la Ley 4/2017, sin que
el apelante aporte nada nuevo al debate.

3º.- En relación al recurso de apelación presentado por el IAC se indica:

El director del IAC es incompetente para suscribir este acuerdo que supera por mucho los límites en materia
de compromiso económico establecido en el artículo 13.4.g) de los vigentes estatutos del IAC o, si se prefiere,
en el artículo 12.4.g) de los estatutos que estaban vigentes cuando se firmó el acuerdo.

No existe ningún mandato legal ni en la disposición vigesimoséptima de la Ley/ 2011 ni en ninguna otra ley
que determine que el IAC deba necesariamente solicitar a su nombre concesiones de monte público para uso
de terceros o que limite a otras personas físicas o jurídicas la posibilidad de acceder a la concesión de monte
público para fines astronómicos. Por otra parte, la tenencia de los terrenos en calidad de concesionario no es
condición sine qua non para que el IAC pueda ejercer sus facultades.

Las condiciones de las que disfruta el IAC en el recinto del ORM en cuanto a la disponibilidad de los terrenos se
derivan, no del la D.A.27ª Ley 14/2011, sino del Acuerdo internacional de Cooperación en materia de Astrofísica
de 26 de mayo de 1979, sin que exista otro acuerdo, convenio o disposición con eficacia jurídica que establezca
tal disponibilidad de terrenos a favor del IAC fuera del recinto del ORM establecido en el acuerdo de 1979

Se ha pretendido el empleo de una norma, la contenida en el artículo 15.4 de la Ley de Montes, para un fin, la
ampliación espacial del ORM, que no es para el que esa norma ha sido establecida. Y esto es precisamente lo
que se define como desviación de poder, otro motivo más por el que esta parte solicitó la anulación del acto,
y sobre el que la sentencia, por innecesario, prescinde de pronunciarse.

Lo que la sentencia establece es que la ausencia de eficacia jurídica del Acuerdo Marco entre el IAC y TIO se
debe a que la entrada en vigor del acuerdo estaba condicionada a una comunicación por parte de TIO que no
se ha producido.

Se reitera lo ya señalado en relación a la vigencia del acuerdo IAC con TIO.

Reiterando igualmente que el Acuerdo Marco AIC-TIO no ha sido publicado como sería exigible a cualquier
convenio que pretenda eficacia jurídica y, además, ha sido suscrito por parte del IAC por órgano no competente
al exceder el compromiso económico para el que el director está facultado estatutariamente.

En igual sentido se reitera lo señalado en relación a la aplicación del art 137.4 c) de la LPAP y alcance de la
declaración de interés estratégico efectuada por el Gobierno de Canarias.

Sin que quepa acudir a la DA 18 de la Ley 4/2017 dado que como señala la sentencia el convenio entre el
Ayuntamiento, IAC y Cabildo no es equiparable a un convenio de cooperación científica asimilable al previsto
en dicha DA.

El convenio se remite a la concesión del 2017 que no tiene eficacia jurídica al haberse declarado su nulidad.

Poca utilidad puede tener ya para la defensa del acto que se argumente ahora que el concesionario podría
haber sido directamente TIO y haberse acogido al apartado c) del artículo 137.4 evitando legalmente el régimen
de concurrencia competitiva. Se reitera lo alegado en relación a la concurrencia competitiva.

Debiendo pronunciarse la Sala si estimara el recurso sobre las demás causas de nulidad en su día alegadas.

Infracciones urbanísticas y ambientales, reiterando lo ya alegado.

No se trata simplemente de la ocupación de un bien demanial, que no es la causa del expediente, sino una de
las consecuencias de que el uso pretendido impida ejercicio de otras actividades por terceros.

Cualquier autorización de uso del territorio debe ser acorde con la normativa urbanística y medioambiental
de aplicación en ese territorio porque incumbe toda administración, incluida la gestora de Montes, velar por
el cumplimiento de estas normas, con independencia que otros expedientes, como el de la licencia, requieran
también la sujeción a esa normativa.

Se mantiene que el acto impugnado incurre también en las infracciones de índole urbanístico y medioambiental
que citamos en el procedimiento de instancia. En el caso de que la Sala no apreciara la causa de nulidad que
la sentencia apelada señala, en aplicación del artículo 24.1 CE que consagra el derecho a la tutela judicial
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efectiva, la Sala habría de pronunciarse sobre éstos y otros motivos de nulidad que esta parte ha defendido
en el procedimiento de instancia

SEGUNDO: Interpuesto recurso contencioso administrativo frente al acuerdo del Consejo de Gobierno del
Cabildo Insular de La Palma por el que se otorga concesión administrativa al IAC para el uso privativo
(ocupación) del monte público nº 28 del Catálogo de Montes de Utilidad Pública en una extensión de 9,8 Has
del catálogo de Montes de Utilidad Pública denominado "PINAR DE LAS ÁNIMAS Y JUANIANES" propiedad
del Ayuntamiento de Puntagorda solicitado por el INSTITUTO DE ASTROFÍSICA DE CANARIAS (IAC), se alegó,
como primer motivo de impugnación, en la demanda presentada por la recurrente, Federación Ecologista
Ben Magec, Ecologistas en Acción, la infracción del artículo 15 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de
Montes de ley; Infracción de los artículos 6 y 93 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las
Administraciones Públicas, fraude de Ley y desviación de poder por cuanto "beneficiaria de la concesión que
construiría y explotaría el uso en ella autorizado, el telescopio de treinta metros (TMT), no consta su auténtico
promotor, el consorcio Thirty Meter Telescope International Observatory Limited Liability Company (TIO), entidad
que, en cambio, aparece como única promotora en el proyecto básico en estudio y declaración de impacto
ambiental que se hallan en el expediente. También en su escrito de personación en los presentes autos, TIO
afirma ser promotor del uso que pretende la concesión impugnada. En la concesión, por contra, el lugar del
promotor lo ocupa el Instituto de Astrofísica de Canarias como solicitante y como concesionario, suplantando
sin justificación el papel que debe pertenecer a TIO en todos los efectos", por lo que consideraba que el IAC
había suplantado la figura del promotor con la finalidad de "evitar el régimen de concurrencia y la justificación
de la utilidad pública de las concesiones demaniales, amparándose en el artículo 137.4 en relación al 93.1 de
la Ley 33/2003de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas . Aun así,esta pretensión
sería contraria al artículo 15.5 de la Ley de Montes , que no prevé ninguna excepción al principio de concurrencia
competitiva "cuando el ejercicio de la actividad excluya el ejercicio de otras actividades por terceros".

Igualmente se alegaba que " se ha pretendido soslayar el cumplimiento del artículo 6 de la Ley 33/2003, sobre
los Principios relativos a los bienes y derechos de dominio público, dispone: "La gestión y administración de
los bienes y derechos demaniales por las Administraciones públicas se ajustarán a los siguientes principios:(...)
c) Aplicación efectiva al uso general o al servicio público, sin más excepciones que las derivadas de razones
de interés público debidamente justificadas." Se ha sorteado también el cumplimiento del artículo 23 del Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio , artículo que regula los requisitos exigibles a empresas ajenas la UE
para poder contratar con administraciones españolas. En definitiva, y sin perjuicio de otros acuerdos que el IAC
y TIO puedan alcanzar en otras materias, la concesión administrativa se debió haber realizado entre la entidad
gestora del bien demanial, el Cabildo Insular de La Palma, y la Thirty Meter Telescope International Observatory
Limited Liability Company (TIO) como promotora del proyecto TMT y auténtica beneficiaria de la ocupación y
explotación. Por el contrario, en el acto que impugnamos se ha practicado un uso instrumental del IAC,que incurre
en desviación de poder y en fraude de Ley,que no debe impedir la debida aplicación de las normas que se han
tratado de eludir, de acuerdo al artículo6.4 del Código Civil ."

Por el juzgado de lo contencioso administrativo n.º 2 de Santa Cruz de Tenerife se estimó el recurso en
la sentencia dictada el pasado día 29 de julio del 2021, en concreto se indica, en lo referente a dicha
alegación estimada, tras examinar la normativa aplicables ( DA 18 de la Ley 4/2017; DA 28 de la Ley 14/2011)
que en relación al acuerdo marco suscrito entre TMT y el IAC se estima que " el mismo establece como
preámbulo que TIO sociedad mercantil americana, cuyo capital social aparece distribuido entre varios institutos
astrofísicos internacionales, la Universidad de California y otros, no tiene intención de adherirse al Convenio del
año 1979 anteriormente referenciado, pese a lo cuál y en virtud del acuerdo, todas las instalaciones y equipos
de TIO tendrán las mismas consideraciones que las instalaciones telescópicas del IAC en el marco del tratado
internacional y con respecto a las relaciones con la comunidad científica representadas en el CCI y con las
correspondientes autoridades públicas.

A continuación expresa literalmente el Acuerdo " TIO pretende actualmente construir el TMT en Hawai, no
obstante lo cual, si considerase que no puede proseguir con esa intención y que en su lugar desea construir y
operar el TMT en el ORM, TIO notificará la entrada en vigor de este acuerdo."

En base a lo expuesto, no constando haberse producido dicha comunicación, indefectiblemente el acuerdo no
se ha incorporado a nuestro ordenamiento jurídico, por lo que resulta innecesario analizar la legitimación de las
partes contratantes o el ajuste a derecho de sus postulaciones."

Por lo que no considera dicho acuerdo marco legitimador de la condición de concesionario del IAC.

Pasando a examinar el " Convenio de 30.03.19 formalizado entre el Ayuntamiento de Punta Gorda, el IAC y el
Cabildo de La Palma con el fin de ampliar la superficie del observatorio del Roque de los Muchachos con motivo
de la posible instalación del TMT para la investigación científica, publicado en el Boe n.º 77 de 30 de marzo de
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2019." concluye que "el convenio no establece por sí mismo nuevas condiciones para la cesión del uso de los
terrenos al IAC, sino que se remite a lo establecido en los Acuerdos Internacionales de año 1979, razón por la
que no puede asimilarse a estos últimos.

En tal sentido, entre las obligaciones del IAC se encuentra la de formalizar nuevos convenios análogos a los del
año 1979 para el acceso de otras instituciones científicas al ORM.

Tampoco resulta desdeñable la importancia de lo taxativo del convenio al considerar como marco legitimador
de la concesión, el acuerdo municipal de concesión del año 2017, (actualmente habría que remitirse al de 2019
al haberse anulado el anterior)"

Por lo que estimando que dicho convenio no establece sistema ad hoc para ocupación de los terrenos a imagen
y semejanza de lo fijado en el art 7 del convenio de 1979, y no constando convenio análogo al mismo que
legitime los postulados señalados en la DA 18 de la Ley del Suelo de Canarias , tras rechazar la existencia de
fraude de ley concluye:

" debemos partir de la premisa consistente en que el Acuerdo impugnado otorga la concesión, sobre la base del
procedimiento establecido en los artículos 168 a 177 del reglamento de Montes aprobado por Decreto 485/1962
de 22 de febrero, previsto para las ocupaciones en interés particular y acudiendo a la fórmula del otorgamiento
directo, previsto en el artículo 93 de la Ley 33/2003 de 3 de noviembre de Patrimonio de las Administraciones
Públicas , en remisión a lo dispuesto en el artículo 137.4 del mismo texto, que la permite cuando eladquirente sea
otra Administración pública, o en general, cualquier persona jurídica de derecho público o privado perteneciente
al sector público.

Se evita así, la aplicación del artículo 93 de la Ley 33/2003 en relación a la regla general, consistente en que el
otorgamiento de concesiones sobre dominio público se efectuará en régimen de concurrencia.

Así pues, sobre la base de lo expuesto en relación a la inexistencia de convenio que ampare la condición
de concesionario directo del IAC, no pudiendo por tanto ser considerado como futuro administrador de un
observatorio en relación al cual no consta acuerdo con eficacia jurídica con su promotor, la norma de cobertura
seleccionada, no es apta para tal fin, pues no puede ser catalogado como adquirente directo de la ocupación
del suelo el IAC.

Debe resultar por tanto de aplicación la norma que se ha tratado de eludir, esto es, el artículo 93 de la Ley de
patrimonio en lo relativo a su regla general de otorgamiento de concesiones en régimen de concurrencia.

Entiendo que no hay simulación y mucho menos causa ilícita, toda vez que lo que se produce es una carencia
de instrumento jurídico adecuado para dar cobertura al tipo la concesión empleada, derivado de la proyección
condicionada del convenio a la no construcción del TMT en Hawai.

Tampoco concurre la existencia de causa ilícita, pues ésta última existe y no ostenta tal naturaleza.

Así pues, se estima necesaria la aplicación del régimen general de concurrencia en el procedimiento de
concesión, lo que indefectiblemente genera el efecto de anular el acuerdo en lo relativo a tal extremo, por incurrir
en infracción del ordenamiento jurídico ex artículo 48.1 de la Lpac 39/2015 de 30 de octubre.

Sobre la extensión de tal nulidad a la totalidad del acuerdo, procede aplicar lo dispuesto en el artículo 49.2 del
mismo texto, que dispone que la nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo, no implicará la de las
partes del mismo independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto
administrativo no hubiera sido dictado.

En consecuencia, afectando la parte del acto anulado a la designación concreta del concesionario, pero
ostentando tal hecho tal relevancia que sin dicha designación el acto no hubiese sido dictado, se extiende la
nulidad a los restantes elementos del acuerdo, por lo que el mismo ha de ser declarado nulo en todos sus
extremos por tal motivo."

Añadiendo en relación a los demás motivos de impugnación que resulta innecesario entrar a su examen
indicando en relación a la valoración desarrollada que " también resulta cuestionada, decir que El Decreto de
desarrollo de la ley de montes, ya expuesto en la presente resolución, dice reiterando lo especificado en la ley,
que la valoración se desarrollará teniendo en cuenta lo dispuesto en la ley de expropiación forzosa y en base a
los eventuales daños que se prevean como resarcibles.

Ambos criterios se han ponderado para fijar la cuantificación, por lo que la valoración se ajusta formalmente
a derecho en relación a la materia analizada, sin perjuicio del análisis de su contenido material, (poco más de
120.000 €), el cuál a prioiri y a falta de cotejar susconclusiones con informes análogos de carácter técnico
e independiente, se antoja alejado de los parámetros de mercado empleados en situaciones análogas, en
ponderación de los criterios generales de sostenibilidad, resarcimiento de daños, reversión a la comunidad de
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los beneficios obtenidos por la promoción y valoración económica de la absorción de co2 en el ecosistema
afectado."

TERCERO: Debemos señalar que ante el propio Juzgado Contencioso Administrativo n.º 2 se siguió el PO
55/2018 donde se impugnó la Resolución del Consejo del Gobierno Insular del Cabildo de la Palma de fecha
13/12/2017 que ACORDÓ el otorgamiento de concesión administrativa por un periodo de 75 años al IAC, para
el uso privativo ( ocupación) de terrenos del Monte 28 del catálogo de los de utilidad pública denominado
Pinar de las Ánimas y Juanianes, en el término municipal de Puntagorda, para la ampliación de la superficie
actual del Observatorio del Roque de los Muchachos, con motivo de la posible ubicación de la instalación de
un observatorio astrofísico para la investigación científica, denominado Thirty Meter Telescope. Figuran como
demandado El Cabildo de La Palma, y como codemandados interesados Thirty Meter Telescope International
Observatory Limited Liability Company (TIO) y el Instituto de Astrofísica de Canarias (IAC).

En dicha sentencia estimó la legitimación de la recurrente, FEDERACIÓN BEN MAGEC.

En relación a la ausencia de informes de compatibilidad concluyó que "se entiende que el informe de
compatibilidad existe y se ajusta a derecho, sin perjuicio de lo que en último término se expondrá, en relación
a la valoración de la indemnización procedente."

En relación a la evaluación de impacto ambiental previa se concluye señalando "El otorgamiento de la
autorización ambiental integrada será por tanto competencia de la Comunidad Autónoma respectiva y en
absoluto sustituye a la licencia de actividad clasificada que ha de otorgar el Municipio correspondiente.

Por tanto no habiéndose emitido el informe de evaluación ambiental preceptivo y precedente a la autorización
de la concesión demanial, la resolución que la acuerda deviene nula."

Finaliza señalando que " En consecuencia, simplemente manifestar someramente sobre el particular, que
efectivamente, tal y como defiende la actora, el artículo 4 de la Ley 4/1981 del Régimen jurídico del Parque
nacional de La caldera de Taburiente, exige para la construcción en zonas de protección exterior continua, la
declaración de interés público preferencial, así como informe del Patronato. Ninguna de las dos declaraciones se
ha efectuado, lo que no cuestiona la contraparte, que entiende que tales requisitos no son exigibles en el ámbito
del expediente de concesión demanial, lo que sin duda se comparte.

En cuanto a la valoración desarrollada en la memoria, que también resulta cuestionada, decir que como reconoce
la demandada, Tragsatec efectuó la valoración con arreglo a los parámetros de la Ley del suelo 7/2015. No se
cuestiona incluso por su parte, que dicha normativa no resulta de aplicación.

El Decreto de desarrollo de la Ley de Montes, ya expuesto en la presente resolución, dice reiterando lo
especificado en la ley, que la valoración se desarrollará teniendo en cuenta lo dispuesto en la ley de expropiación
forzosa y en base a los eventuales daños que se prevean como resarcibles. Ninguno de ambos criterios se han
ponderado para fijar la cuantificación, por lo que la memoria no se ajusta a derecho en relación a la materia
analizada. Ello genera laobligación de efectuar una nueva valoración, sin que tal vicio implique la nulidad de toda
la memoria, que como se expuso es válida en sus restantes finalidades."

Dicha sentencia se dejó firme en todos sus pronunciamientos incluido el relativo a informe de compatibilidad,
existencia y adecuación a derecho por lo que desde este momento deben ser desestimadas las alegaciones
relativas al mismo que se formularon en el presente recurso.

En cumplimiento de dicha sentencia se emitió Declaración de Impacto Ambiental favorable el 20-12-2018
tras la tramitación del procedimiento correspondiente e igualmente se procedió a la emitir nueva valoración
económica conforme a lo señalado en la sentencia antes referenciada.

CUARTO: El acuerdo impugnado, adoptado el 15-10-2019 lo fue a instancias del IAC para la ampliación de
la superficie del Observatorio del Roque de los Muchachos en la Isla de La Palma con motivo de la posible
ubicación de un Observatorio Astrofísico para investigación científica.

Tal como reconocen las partes el IAC fue creado por Real Decreto-Ley 7/1982, de 30 de abril partiendo
de las condiciones atmosféricas requeridas para la observación astrofísica se dan en la islas Canarias con
insólita perfección; acuerdo firmado el 26-5-1979, como un Consorcio Público de Gestión, cuya finalidad es
la investigación astrofísica (artículo 1º), con personalidad jurídica y capacidad de obrar para el cumplimento
de los fines identificados en el art 2, teniendo como órgano supremo de decisión en materia administrativa y
económica al Consejo Rector, ex art 3, entre ellas " Velar por el cumplimiento de los fines del Instituto." Siendo
el Director del Instituto "el Órgano ejecutivo del Consejo Rector" art 5.

Por otra parte la Ley 14/2011 de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación deroga el anterior RDLey y en su
DA 27º establece que "El Instituto de Astrofísica de Canarias tiene la consideración de Organismo Público de
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Investigación de la Administración General del Estado. El Consorcio tendrá vigencia indefinida" Indicando que
hasta que se aprueban los estatutos del Consorcio se seguirá rigiendo por el RDLey 7/82, Estatutos que fueron
aprobados por Resolución de 11 de diciembre del 2018, publicada en el BOE de 21 de diciembre del mismo
año, reconociendo en su artículo 1.2 que "2. El IAC tiene personalidad jurídica propia y diferenciada, así como
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines." Siendo estos fines los recogidos en el artículo 3º cuando
señala "1. Los fines del Consorcio son:

a) Realizar y promover cualquier tipo de investigación astrofísica o relacionada con ella, así como desarrollar
y transferir su tecnología.

b) Difundir los conocimientos astronómicos, colaborar en la enseñanza universitaria especializada de
astronomía y astrofísica y formar y capacitar personal científico y técnico en todos los campos relacionados
con la astrofísica.

c) Administrar los centros, observatorios e instalaciones astronómicas ya existentes y los que en el futuro se
creen o incorporen a su administración, así como las dependencias a su servicio.

d) Fomentar las relaciones con la comunidad científica nacional e internacional".

Como órganos se recogen en el art 6 "El gobierno del IAC se estructurará a través de los siguientes órganos:

a) Consejo Rector.

b) Presidente del Consejo Rector.

c) Director"

Detallando sus funciones en los artículos siguientes siendo el Consejo rector el supremo órgano decisorio del
IAC y máxima autoridad en materia administrativa y económica y constituye el órgano a través del que ejercen
sus competencias en el IAC las distintas Administraciones consorciadas.

Siendo el Director del IAC, conforme al art 13 " el órgano ejecutivo del Consejo Rector. Le corresponde resolver
sobre las cuestiones de índole científica. También resolverá sobre las cuestiones administrativas, económicas
y de personal, con sujeción a las directrices que establezca dicho Consejo. Además ejercerá aquellas otras
funciones que le encomiende o delegue el Consejo Rector o su Presidente." añadiendo en su punto 4 letra e)
" La firma de contratos y convenios que no impliquen compromisos económicos para el IAC, o que supongan
compromisos económicos hasta una cuantía de 5.000.000 de euros. "

En relación al patrimonio el artículo 24 establece que " El Consorcio podrá adquirir, poseer, administrar y enajenar
bienes de cualquier naturaleza con plena sujeción a las disposiciones de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del
Patrimonio de las Administraciones Públicas , y restante normativa aplicable al sector público estatal.

1. El Consorcio, con personalidad jurídica propia, será titular del patrimonio que se incorpora al mismo con ese
carácter y usufructuario de los bienes que, en tal calidad, le sean cedidos por las entidades consorciadas.

2. El Patrimonio del Consorcio puede estar constituido por toda clase de bienes o derechos susceptibles de
valoración económica, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes.

3. Podrán aportarse al Consorcio bienes y derechos en r égimen de cesión de uso, sin que ello implique
transmisión de dominio, de acuerdo con la normativa que, en cada caso, sea aplicable.

4. El Patrimonio quedará reflejado en el inventario que se revisará y aprobará anualmente por el Consejo Rector.
Los bienes susceptibles de inscripción se inscribirán en los registros correspondientes. Los fondos públicos y
valores mercantiles deberán estar depositados en un establecimiento financiero.

5. El Consorcio podrá adquirir, poseer, administrar y enajenar sus bienes con sujeción a las normas que resulten
aplicables al sector público administrativo"

Añadiendo el art 26 como medios materiales al servicio del Consorcio para el cumplimiento de sus fines " a) Los
bienes y valores que integren su patrimonio, junto con los productos y rentas obtenidos del mismo, subvenciones
y, en general, cuantos recursos perciba.

b) Bienes adscritos o cedidos en cualquier otro régimen por personal o entidades nacionales o extranjeras que
conserven la titularidad de aquéllos."

Por tanto no cabe duda de los fines que le han sido atribuidos y de la posibilidad de suscribir convenios y
relacionarse con la comunidad científica nacional e internacional, con atribución de la administración de los
centros existentes y de los que se puedan crear o incorporar en el futuro.

Partiendo de ello debemos examinar las cuestiones planteadas por las partes.
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QUINTO: Por el IAC y el TMT INTERNATIONAL OBSERVATORY LLC se suscribió un acuerdo que la sentencia
impugnada examina señalando que " TIO pretende actualmente construir el TMT en Hawai, no obstante lo cual,
si considerase que no puede proseguir con esa intención y que en su lugar desea construir y operar el TMT en
el ORM, TIO notificará la entrada en vigor de este acuerdo."

En base a lo expuesto, no constando haberse producido dicha comunicación, indefectiblemente el acuerdo no
se ha incorporado a nuestro ordenamiento jurídico, por lo que resulta innecesario analizar la legitimación de las
partes contratantes o el ajuste a derecho de sus postulaciones."

Por lo que no considera dicho acuerdo marco legitimador de la condición de concesionario del IAC."

Las apelantes señalan que en dicha apreciación yerra el juzgador toda vez que el art 1.2 del convenio suscrito
entre IAC y TMT señala que los artículos 1 y 5 entran en vigor inmediatamente.

El artículo 1 hace referencia al alcance del acuerdo, en él se regulan las condiciones para la instalación del
TMT en el ORM, su futura operación y, cuando así se decida de mutuo acuerdo, su demolición, retirada y
restauración del emplazamiento, añadiendo en su punto n.º 2 que " el presente artículo y el art 5 entrarán en
vigor inmediatamente después de producirse la firma de este acuerdo" y el resto del mismo cuando se notifique
que se va a construir en lugar de en Hawái y presente declaración de intenciones sobre financiación ... siempre
que se produzca dicha notificación antes del 30/4/2018, acuerdo que ha sido prorrogado.

El artículo 5 regula lo relativo a autorizaciones gubernamentales, así se acuerda que es intención que TIO
obtenga todas las autorizaciones gubernamentales para la construcción y operación del TMT señalando
en su punto 5.4 que "Si no fuera jurídicamente posible o razonablemente factible que una autorización
gubernamental se otorgue a favor o en nombre de TIO, entonces este deberá preparar las solicitudes y cualquier
otro documento necesario para que el IAC realice las solicitudes y obtenga las correspondientes autorizaciones
gubernamentales. Dentro de su obligación de proveer asesoramiento y asistencia conforme al Artículo 5.3,
el IAC deberá enviar inmediatamente dichas solicitudes y otros documentos que TIO requiera, dentro de lo
razonable, para solicitar y obtener cualquiera de esas autorizaciones gubernamentales en nombre del IAC. Si
dicha autorización gubernamental no pudiese transferirse a TIO, el IAC deberá permitir que TIO actúe en su
nombre para ejercer los derechos concedidos en la misma."

Autorizaciones que son definidas en dicho acuerdo como toda "aprobación, permiso, licencia u otra autorización
o proceso gubernativo o legislativo (incluyendo decisiones concernientes a la clasificación del terreno) que
impliquen a cualquier autoridad gubernamental o publica dentro de España que sea necesaria (directa o
indirectamente) para la construcción y operación del TMT. No obstante, el término "autorización gubernamental"
no incluye ninguna aprobación, permiso, licencia u otra autorización o proceso ... relativo a la importación a
España de los componentes del TMT o la exportación de los mismos... "

El acuerdo suscrito por el Director del IAC y que fue posteriormente ratificado por su Consejo Rector, fue
realizado al amparo de las potestades y en cumplimiento de los fines señalados por la Ley 14/2011 y
reglamento de desarrollo, sin que concurra en el mismo vicio o defecto alguno por cuanto fue debidamente
ratificado por el órgano supremo del IAC, artículo 7 de su reglamento.

En relación a su vigencia o no, es evidente que conforme a lo establecido en el art 1.2 tanto dicho artículo
como el artículo 5 entran en vigor una vez firmado, existiendo por ello un convenio vinculante entre las partes
que lo suscribieron cuya eficacia, en parte, queda pospuesta a que se den los condicionantes en dicho acuerdo
recogido pero, los artículos mencionados si entraron en vigor, por lo que se obligaban las partes a la obtención
de autorizaciones gubernamentales.

Entre ellas destaca la obtención de la concesión objeto de examen en el presente recurso.

Es por ello que la apelante, IAC, solicitó la concesión para la ampliación de la superficie del Observatorio del
Roque de Los Muchachos con motivo de la posible ubicación del un observatorio.

Debiendo por ello estimarse la vigencia del convenio suscrito conforme a lo señalado anteriormente lo que
determina por sí la revocación de la sentencia impugnada.

2º.- La Ley 4/2017 de 13 de julio del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias establece en
su DA 18º en relación al régimen de los observatorios astrofísicos de Canarias que " 1. Se declara de interés
general autonómico la actividad científica que se desarrolla en los observatorios astrofísicos de Canarias en
el marco del Acuerdo de Cooperación en materia de Astrofísica y Protocolo entre los Gobiernos del Reino de
España, del Reino de Dinamarca, del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y del Reino de Suecia,
de 26 de mayo de 1979, así como de cualesquiera otros acuerdos y convenios suscritos o que se suscriban
conposterioridad para la misma finalidad por las administraciones competentes.
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2. La actividad científica, cuando se realice en suelo rústico, tiene la calificación de usoordinario a los efectos
de la presente ley y comprende la construcción y uso de las edificaciones e instalaciones necesarias para el
desarrollo de esa actividad y, en particular, la instalación de telescopios, las construcciones para albergar los
equipamientos destinados a los centros de investigación vinculados al Instituto de Astrofísica de Canarias y
demás entidades vinculadas o autorizadas, así como las necesarias para el alojamiento del personal investigador
y para el desarrollo de la actividad divulgativa o formativa relacionada con la actividad.

3. La actividad referenciada en los apartados anteriores podrá implantarse en cualquier categoría de suelo
rústico, prevaleciendo dicho uso sobre cualquier otro existente en la zona, sin perjuicio de la evaluación
ambiental de las actuaciones y, en su caso, la preferencia de aquellas alternativas que hagan compatible el
uso científico con los valores ambientales preexistentes.

4. El Gobierno de Canarias, previa audiencia de los ayuntamientos afectados, establecerá las medidas
compensatorias que resulten pertinentes para los municipios donde se localicen las instalaciones de los
observatorios astrofísicos y que resulten afectados por lo establecido en esta disposición adicional."

Existiendo declaraciones a favor de su instalación tanto del Gobierno de Canarias (5-9-2019) que previamente
lo había declarado como proyecto de interés estratégico; habiéndose pronunciado en igual sentido el Congreso
de los Diputados entre otros.

Por lo que el uso al que se destina la concesión otorgada es conforme a derecho.

Debiendo recordar que la sentencia dictada en el PO 55/2015 señaló en relación a los "informes de
compatibilidad concluyó que "se entiende que el informe de compatibilidad existe y se ajusta a derecho, sin
perjuicio de lo que en último término se expondrá, en relación a la valoración de la indemnización procedente."

3º.- Al amparo de sus competencias y conforme a la regulación antes señalada se instó por escrito del Director
del IAC la concesión impugnada el 14-6-2019.

Afectando a monte de utilidad pública n.º 28 del catálogo de montes de utilidad pública la instancia se presento
conforme a la DA 18º de la Ley 4/2017; artículo 15 de la Ley 43/2003 de Montes; art 14 del Decreto 8/2015
y a los artículos 93 y 137.4 de la LPAP ley 33/2003.

Existiendo un Convenio Suscrito entre el Cabildo recurrente, Ayuntamiento de Puntagorda y el IAC para la
ampliación de la superficie del ORM con motivo de la posible instalación del denominado TMT para la
investigación científica de fecha 27 de marzo del 2019 y que fue publicado en el BOE de 30 de marzo del 2019,
conforme al cual:

"Séptimo. Considerando que el Gobierno de Canarias, mediante Acuerdo de 1 de agosto de 2016 declara el
interés estratégico del Proyecto «Thirty Meter Telescope» promovido por TMT International Observatory en el
municipio de Puntagorda a los efectos previstos en la derogada Ley 3/2015, de 9 de febrero, sobre tramitación
preferente de Inversiones Estratégicas para Canarias. Octavo. Considerando que la ampliación del ORM mejorará
el conocimiento humano de la Astronomía y los orígenes del Universo; que su envergadura y características
excepcionales podrían generar un impacto positivo en la Isla de la Palma desde las perspectivas económica,
laboral, turística y cultural.

Noveno. Considerando el Acuerdo Plenario de la Corporación Municipal de Puntagorda adoptado en sesión
ordinaria celebrada el día 27 de marzo de 2017, en cuya virtud se autoriza el uso y disfrute de la parte necesaria
de la parcela «Pinar de las Ánimas y Juanianes» para el desarrollo del proyecto denominado «Thirty Meter
Telescope» al Instituto de Astrofísica de Canarias, mediante una concesión administrativa.

Décimo. Considerando que por acuerdo de Consejo de Gobierno Insular del Excmo. Cabildo Insular de fecha 13
de diciembre de 2017, se otorga al Instituto de Astrofísica de Canarias

(IAC), por un periodo de 75 años, la concesión administrativa para el uso privativo (ocupación) de terrenos del
Monte número 28 del Catálogo de los de Utilidad denominado «Pinar de las Ánimas y Juanianes», en el término
municipal de Puntagorda, para la ampliación de la superficie actual del Observatorio del Roque de los Muchachos
con motivo de la posible ubicación de la instalación de un Observatorio Astrofísico para la investigación científica
denominado «Thirty Meter Telescope (TMT)», en una superficie total de 9,8 has (98.000 m²) del citado Monte,
debiendo revertir, de forma gratuita y libre de cargas y gravámenes, al propietario del mismo (Ayuntamiento de
Puntagorda) a la extinción del título habilitante (concesión), en caso de que no se opte por su demolición, siempre
y cuando se someta al cumplimiento del pliego de condiciones.

Teniendo en cuenta que el si el bien cedido no fuese destinado al uso dentro del plazo señaladoen el acuerdo
de cesión o dejase de serlo posteriormente, se considerará resuelta la cesión yrevertirán aquel a la Corporación
Local; y que en el mencionado acuerdo se entiende que los fines para los cuales se hubiera otorgado la concesión
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administrativa deberán cumplirse en el plazo máximo de doce años, debiendo mantenerse su destino durante
los treinta añossiguientes.

Undécimo. Considerando que el presente Convenio queda sometido al régimen jurídico de Convenios previsto
en el capítulo VI del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público"

Se aprobaron las siguientes claúsulas, así en relación al objeto se señala que es la ampliación del ORM
para continuar el desarrollo de la actividad científica comprendiendo en ella la construcción del TMT; se
regulan las obligaciones de las partes y como obligación común se reconoce la participación internacional
en las actividades del instituto fijando las obligaciones de cada una de las partes entre ellas la de tramitar
instrumentos de planificación y ordenación necesarios; facilitar implementación en el territorio municipal, y
el IAC a establecer convenioscon otras instituciones científicas para su acceso a dicha superficie ampliada
del ORM en "condiciones equivalentes a las establecidas por los acuerdos internacionales de Astrofísica"
así como aplicar en el territorio ampliado las normas del ORM, definidas en acuerdos internacionales de
1979; proporcionar a las instituciones que se quieran instalar asistencia y asesoramiento en relación a la
documentación...

Al analizar dicho convenio la sentencia impugnada declara que: "C onvenio de 30.03.19 formalizado entre el
Ayuntamiento de Punta Gorda, el IAC y el Cabildo de La Palma con el fin de ampliar la superficie del observatorio
del Roque de los Muchachos con motivo de la posible instalación del TMT para la investigación científica,
publicado en el Boe n.º 77 de 30 de marzo de 2019." concluye que "el convenio no establece por sí mismo nuevas
condiciones para la cesión del uso de los terrenos al IAC, sino que se remite a lo establecido en los Acuerdos
Internacionales de año 1979, razón por la que no puede asimilarse a estos últimos.

En tal sentido, entre las obligaciones del IAC se encuentra la de formalizar nuevos convenios análogos a los del
año 1979 para el acceso de otras instituciones científicas al ORM. Corolario de lo anterior podemos afirmar que
no existe convenio análogo al de 1979 que legitime los postulados señalados en la DA 18ª de la Ley del suelo
de Canarias. "

El convenio internacional de 1979 señalaba en su artículo 7 que se ponía a disposición del IAC lo terrenos
necesarios para el establecimiento de los observatorios y los laboratorios de La Laguna, quedando garantizado
para las instituciones usuarios el uso de los terrenos necesarios para sus instalaciones telescópicas de las
mismas.

Considerando la sentencia impugnada que en la resolución de 27 de marzo del 2019 por la que se aprueba
el convenio entre el IAC el Cabildo Insular y el Ayuntamiento de Puntagorda " en lo relativo al régimen jurídico
de ocupación de los terrenos, el referido convenio no establece un sistema ad hoc, a imagen y semejanza de
lo contemplado en el art 7 del convenio del año 1979, sino que sobre el particular remite a lo dispuesto en el
acuerdo concesionario del año 2017. ... podemos afirmar que no existe convenio análogo al de 1979 que legitime
los postulados señalados en la DA 18º de la Ley del Suelo de Canarias "

Lo cierto es que el acuerdo de 27 de marzo del 2019 al que se remite es al acuerdo concesional del Cabildo
Insular de La Palma de 13 de diciembre del 2017, acuerdo que fue anulado por la sentencia a la que se ha
hecho referencia en el FD 3º de esta sentencia dictada en el recurso 55/2018 el 30 de abril del 2019, por tanto
dicha anulación fue realizada con fecha posterior a su dictado.

Sin embargo ello carece de trascendencia, pues ya hemos señalado que existe convenio, el suscrito entre el
TIO y el IAC que se encuentra vigente parcialmente.

En todo caso no se debe olvidar que el acuerdo fue aprobado antes de que el acuerdo del 2017 fuera anulado
y que el acuerdo del 2019 tiene el mismo objeto y la misma finalidad.

En el mismo si se acuerda la cesión al IAC de los terrenos necesarios para la instalación del TMT así como la
obligación de facilitar y promover las acciones necesarias para ello con la condición de que los fines para los
que se otorgan la concesión han de cumplirse en el plazo máximo de 12 años.

Sin que la mera referencia a dicho acuerdo, cunado posteriormente se ha dictó otro con idéntico contenido
subsanado las deficiencias que en dicha sentencia se apreciaron implique que no tiene entidad para suponer
convenio análogo por lo que las referencias al mismo deben estimarse efectuadas al acuerdo de 15 de octubre
del 2019 cuyo contenido y finalidad es el mismo,

4º.- Existiendo convenio suscrito vigente y análogo al de 1979 resulta de aplicación, tal como indicamos
lo establecido en los artículos 3 de la Ley 3/15 en relación a las inversiones de interés estratégico; DA
18 de la Ley 4/2017 en relación al interés general autonómica de la actividad científica desarrollada en el
observatorios astrofísicos de canarias al amparo del acuerdo de cooperación de 1979 " así como de cualquiera
otros acuerdos y convenios suscritos o que se suscriban con posterioridad par la misma finalidad por las
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administraciones competentes" ; Ley 12/2011 en su DA 27º en cuanto al régimen del IAC y competencias entre
las que se encuentra "promover" la investigación astrofísicas y la " administración de los centros, observatorios
e instalaciones astrofísicas ya existentes y los que en el futuro se creen o incorporen" así como "fomentar" las
relaciones con la comunidad internacional.

De dicha regulación se aprecia que la actividad que se pretende instaurar y para la que se procede a la
concesión tiene consideración de interés general autonómico y no solo la amparada por el acuerdo de 1979
sino que la Ley 4/2017 incluye a cualquier otro acuerdo o convenio suscrito.

De modo que el acuerdo celebrado entre el IAC y el TMT INTERNATIONAL OBSERVATORY LLC queda incluido
dentro de dcho concepto, dado que no se exige acuerdo internacional, bastando cualquier convenio o acuerdo
suscrito.

5º.- Partiendo de lo anterior se alegaba por la hoy apelada, recurrente en la instancia, que se ha omitido el
procedimiento de concurrencia que procedía.

La Ley de Montes parte de que la utilización privativa deberá estar sujeto a concesión, añadiendo su art 15.5
que cuando se proceda a la autorización o concesión de "actividades económicas" se seguirá procedimiento
que respetara los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad y transparencia así como el principio de
concurrencia.

Ahora bien tal como se aprecia del convenio suscrito el mismo no tiene por objeto actividad económica alguna
sino de investigación astrofísica, por lo que dicho inciso no es de aplicación.

La legislación de régimen local y patrimonio establece el régimen de concurrencia, ahora bien la Ley 33/2003
establece en su art 93 que se podrá proceder a su otorgamiento directo en los casos del art 137.4, haciendo
referencia dicho articulo e inciso a los supuestos en los que el adquirente sea una administración publica o, en
general, persona jurídica de derecho público o privado perteneciente al sector público, o cuando sea necesario
para el cumplimiento de una función de servicio publico o a la realización de un fin de interés general por
persona distinta a la indicada anteriormente, teniendo la consideración de legislación básica el art 93.

El Reglamento de la Ley de Montes regula a partir de los art 168 el régimen en el que se pude autorizar
la ocupación temporal de montes públicos catalogados de modo excepcional y a partir del art 178 las
ocupaciones por interés publico.

Ya hemos señalado que conforme a la DA 18 de la Ley 4/2017 se declara de interés general autonómico la
actividad científica que se desarrolla en los observatorios tanto al amparo del acuerdo de 1979 como los que
se desarrollen por otros acuerdos o convenios que tengan la misma finalidad y puedan suscribirse.

Por tanto era procedente acudir a la regulación contenida en los artículos 178 y siguientes si bien la
administración, a fin de ser más garantista, acudió al procedimiento de los art 168 y siguientes, recabando los
informes precisos y que constan en el expediente administrativo, sin que por la recurrente en la instancia se
alega la omisión de alguno de los precisos.

Por lo que se estima conforme a derecho la concesión otorgada.

6º En relación a la valoración efectuada la sentencia dada la estimación del recurso señala en su FD 4º "
que dada la nulidad resulta innecesario entra en las demás tachas, recogiendo en relación a la valoración tras
examinar la normativa a aplicar que "ambos criterios se han ponderado para fijar la cuantificación, por lo que la
valoración se ajusta formalmente a la materia analizada, sin perjuicio del análisis de su contenido material, (poco
más de 120.000 euros) el cual, a priori ya falta de cortejar sus conclusiones con informes análogos de carácter
técnico e independiente, se antoja alejado de los parámetros de mercado empelados en situaciones análogas,
en ponderación de criterios generales de sostenibilidad, resarcimiento de daños, reversión a la comunidad de
beneficios obtenidos por la promoción y valoración económica de la absorción de co2en el ecosistema afectado".

Tal como se señaló la sentencia dictada en el PO 55/2018 determinó la normativa a aplicar en la valoración,
procediendo la administración a emitir nuevo informe de valoración que fue impugnado por la hoy apelada por
arbitrario, por infracción del art 15 del RD 1492/2011 y art 36.1 del RDLegislativo 7/2015 en relación con el art
175 del Reglamento de Montes y art 34 de la Ley de Montes.

Alegación desestimada por la sentencia cuando señala que ambos criterios se ha ponderado para su
cuantificación, sin perjuicio de estimar que "a priori ... se antoja alejado de parámetros de mercado"
consideración que tal como se señala es una opinión que no se sustenta en informe técnico independiente
alguno, sino en una consideración y mera alegación efectuada por la recurrente sin prueba alguna en su
sustento.
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Por lo que igualmente procede la desestimación de dicha alegación al sustentarse en una mera alegación sin
sustento probatorio alguno.

SEXTO: Finalmente se efectuaron en el recurso interpuesto por la hoy apelada cuestiones relativas a materias
urbanísticas y medioambientales, sin perjuicio de los informes y declaraciones emitidas en el expediente
seguido para el otorgamiento de la concesión discutida, las cuestionas relativas licencias, obras y demás
temas urbanísticos son ajenas al presente recurso que tiene por objeto únicamente el otorgamiento de una
concesión sobre el Monte 28 del catálogo de utilidad pública denominado PINAR DE LAS ÁNIMAS Y JUNIANES
en el término municipal de Puntagorda, para la ampliación de la superficie del ORM.

Procediendo por ello la desestimación de dichas alegaciones.

SÉPTIMO: Sobre las costas procesales. De conformidad con lo previsto en el Art. 139.2 de la LJCA, no procede
imponer las costas a la parte, efectuando expresa imposición de costas a la recurrente en la primera instancia
conforme al art 139 de la LJCA al ser desestimado su recurso.

F A L L O

En atención a lo expuesto, la Sala ha decidido estimar el presente recurso conforme a los fundamentos de la
presente sentencia, acordando la revocación de la dictada en la instancia, confirmando el acto administrativo
impugnado, sin que haya lugar a expresa imposición de costas en la apelación y con expresa imposición de
costas en la primera instancia a la recurrente BEN MAGEC ECOLOGISTAS EN ACCIÓN.

RECURSOS

Notifíquese esta resolución a las partes en legal forma haciéndoles saber que la misma no es firme y que
contra ella cabe interponer ante esta Sala, por escrito, en el plazo de treinta días hábiles y cumpliendo los
trámites, requisitos y condiciones exigidos por los arts. 86 y siguientes de la LJC-A, recurso de CASACIÓN del
que conocerá la Sala correspondiente del Tribunal Supremo, debiendo, en su caso, la parte actora realizar el
depósito previo de 50 euros en la cuenta de consignaciones de esta Sección, acreditándolo al interponer el
recurso, sin lo cual no se admitirá a trámite el mismo, de conformidad con lo establecido en la Disposición
Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Devuélvanse posteriormente los autos originales al Juzgado remitente con certificación de la presente y a
fin de que, en su caso, se dé al depósito realizado el destino previsto en los apartados 8 y siguientes de la
Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos mandamos y firmamos.
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